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Se declara abierta la sesión a las 10.10 horas. 
 
 

Tema 80 del programa: responsabilidad  
penal de los funcionarios y expertos de  
las Naciones Unidas en misión  
(A/60/980, A/62/54, A/62/329) 
 
 

1. La Sra. Telalian (Grecia), hablando en calidad 
de Presidenta del Comité Especial sobre 
responsabilidad penal de los funcionarios y expertos de 
las Naciones Unidas en misión, presenta el informe del 
Comité Especial (A/62/54). El informe, preparado 
después de graves denuncias de abuso y explotación 
sexuales en operaciones de mantenimiento de la paz, 
contiene un anexo donde figura un resumen oficioso de 
las deliberaciones del Comité. Los temas tratados 
versaron sobre la extensión del problema, las 
categorías de personal de las Naciones Unidas que 
quedarían abarcadas (alcance ratione personae), los 
delitos que quedarían abarcados (alcance ratione 
materiae), el funcionamiento para afirmar la 
jurisdicción sobre los presuntos delincuentes y la 
cuestión de las investigaciones y la cooperación entre 
los Estados y entre los Estados y las Naciones Unidas. 
La cuestión de la elaboración de un nuevo instrumento 
se aplazó. Las delegaciones plantearon varias 
preocupaciones durante los debates, a las que se dio 
respuesta en la nota de la Secretaría (A/62/329). La 
oradora acoge con satisfacción el establecimiento de un 
grupo de trabajo encargado de continuar examinando el 
informe del Grupo de Expertos Jurídicos (A/60/980), 
en consonancia con la recomendación del Comité 
Especial, y expresa la esperanza de que avanzase en la 
tarea de responder a un problema de suma importancia 
para las Naciones Unidas. 

2. El Sr. Michel (Secretario General Adjunto de 
Asuntos Jurídicos, el Asesor Jurídico) dice que la 
importancia asignada por la Secretaría al tema en 
examen se refleja en la presencia en la sesión en curso, 
además de sí mismo, de altos representantes de la 
Oficina de Servicios de Supervisión Interna, el 
Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la 
Paz y el Departamento de Apoyo a las Actividades 
sobre el Terreno. De hecho, es un asunto que afecta a 
los valores fundamentales de la Secretaría como brazo 
administrativo y ejecutivo de la Organización. 

3. Las Naciones Unidas no condonan ni podrían 
condonar el comportamiento delictivo de sus 
funcionarios y expertos en misión. Si bien dicho 

comportamiento sólo concierne a una minoría, afecta 
directamente a las actividades operacionales y a la 
misión esencial de la Organización. La gravedad del 
problema no se puede medir únicamente con 
estadísticas, de las que en cualquier caso se carece, 
sino también en función del sufrimiento causado a las 
víctimas y sus familias, el posible daño a la 
credibilidad y la reputación de la Organización y por 
ende a su capacidad de cumplir su mandato, y la 
amenaza que ese comportamiento podría traer 
aparejado para la seguridad física del personal de las 
Naciones Unidas en general. Además, la falta de 
enjuiciamiento de los delincuentes da una impresión de 
impunidad, que agravará los efectos negativos de 
dichos actos delictivos. Por tanto, la comunidad 
internacional debe procurar resuelta y firmemente 
encarar el problema de forma oportuna y eficiente. 

4. En la nota de la Secretaría (A/62/329) se 
enuncian medidas de corto y largo plazo con ese fin. 
En ella se expresa apoyo a la recomendación del Grupo 
de Expertos Jurídicos de que se elabore una nueva 
convención internacional para salvar la laguna 
jurisdiccional existente. Es probable que una laguna de 
esta clase se produzca cuando un Estado huésped no 
pueda ejercer su jurisdicción sobre el presunto 
delincuente como es debido y otros Estados no hayan 
hecho extensiva su jurisdicción a los delitos cometidos 
en un Estado receptor. Dado que, a falta de un mandato 
ejecutivo, las Naciones Unidas no pueden llenar esas 
lagunas, es necesario proporcionar a los Estados 
Miembros fundamentos apropiados para el 
establecimiento de su jurisdicción, mediante la 
adopción de una convención internacional. Juntamente 
con dejar en claro qué funcionarios de las Naciones 
Unidas quedarían sujetos a esa jurisdicción y por qué 
delitos, dicha convención establecería también 
mecanismos para reforzar la cooperación internacional, 
en particular respecto de la extradición, así como la 
cooperación entre los Estados Miembros y las 
Naciones Unidas, sobre todo en lo referente a la 
utilización por los Estados Miembros en procesos 
penales de materiales proporcionados por las Naciones 
Unidas; también podría servir de instrumento para 
asegurar la integridad de las pruebas. 

5. El ejercicio de la jurisdicción por el Estado 
receptor no se ha de desalentar de ningún modo. Sin 
embargo, en situaciones excepcionales en las que un 
Estado receptor no pueda ejercer su jurisdicción penal 
eficientemente cumpliendo los requisitos básicos de 
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garantías procesales y respetando los derechos de la 
víctima y del presunto delincuente, dicha convención 
facultaría a otros Estados para afirmar y ejercer su 
jurisdicción. El criterio esencial sería el hecho de la 
actuación del presunto delincuente en un contexto de 
conflicto o posterior a un conflicto en el cual el sistema 
judicial penal se haya desmoronado o pudiera resultar 
afectado. Aunque la convención se aplicaría a todos los 
partícipes en las operaciones de las Naciones Unidas, y 
no únicamente a las operaciones de mantenimiento de 
la paz, los militares de los contingentes nacionales, que 
están sujetos a la jurisdicción exclusiva del Estado de 
envío, quedarían excluidos de su ámbito de aplicación. 
De igual modo, los observadores militares, que prestan 
servicios a las Naciones Unidas a título personal y no 
como representantes de su Estado, quedarían, en su 
carácter de “peritos que forman parte de Misiones de 
las Naciones Unidas” en el sentido del artículo VI de la 
Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las 
Naciones Unidas de 1946, dentro del ámbito de 
aplicación de la Convención. Los delitos que han de 
quedar abarcados no deberían determinarse según su 
naturaleza, si no más bien en función de la severidad 
de la pena impuesta en un Estado que esté en 
condiciones de ejercer su jurisdicción. 

6. Mientras se adopta una convención internacional 
sobre el tema, la Asamblea General tal vez desee 
aprobar una resolución exhortando a los Estados a que 
ejerzan su jurisdicción penal como mínimo sobre sus 
nacionales que hayan cometido presuntamente, en el 
curso de una operación de las Naciones Unidas, un acto 
considerado delito con arreglo a sus leyes penales en 
vigor y también con arreglo a las leyes del Estado 
receptor. Además, en esa resolución se podría alentar la 
cooperación entre los Estados Miembros y las 
Naciones Unidas en el intercambio de información y la 
reunión de pruebas. Otras medidas de corto plazo 
podrían consistir en actividades preventivas en forma 
de capacitación y concienciación previa al despliegue 
sobre la responsabilidad por la conducta delictiva. 

7. El Sr. Kemp (Australia), hablando en nombre del 
Grupo CANZ (Australia, Canadá y Nueva Zelandia), 
dice que la labor del Comité sobre la responsabilidad 
penal de los funcionarios y expertos de las Naciones 
Unidas en misión es sólo una parte de la respuesta 
amplia de las Naciones Unidas a la cuestión. Las 
delegaciones del CANZ celebran los esfuerzos 
realizados por la Organización para apoyar una política 
de tolerancia cero frente a la explotación y los abusos 

sexuales; reconocen la buena labor realizada por el 
Secretario General al establecer un boletín sobre las 
medidas especiales de protección frente a tales actos 
(ST/SGB/2003/13); y acogen con satisfacción la 
introducción a contar de agosto de 2005 de equipos de 
conducta y disciplina en las operaciones de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas. 

8. Cuando la prevención es ineficaz, los Estados 
Miembros y las Naciones Unidas tienen una 
responsabilidad compartida de exigir cuentas a los 
delincuentes, y no únicamente a los miembros de los 
contingentes nacionales. En consecuencia, el Comité 
necesita examinar medios de poner fin a la impunidad 
de otros funcionarios de las Naciones Unidas que 
cometan actos delictivos. El grupo de CANZ apoya el 
principio de una convención internacional que 
prescribiría que los Estados Miembros ejercieran 
jurisdicción sobre sus nacionales que participen en 
operaciones de las Naciones Unidas en el extranjero. 
Una convención de esa clase podría servir también para 
facilitar la cooperación internacional en la aplicación 
de las leyes penales, en particular para la extradición y 
la asistencia judicial recíproca en asuntos penales, 
permitiendo de esa manera que los Estados 
investigaran más eficazmente los delitos cometidos 
presuntamente por sus nacionales en el contexto de una 
operación de las Naciones Unidas. 

9. Las delegaciones del CANZ están de acuerdo en 
que, si bien las medidas que se habrán de adoptar 
deberían aplicarse a todo el personal que participe en 
operaciones de ultramar de las Naciones Unidas en la 
calidad que sea, no hace falta incluir a los militares de 
los contingentes nacionales ni a los expertos militares 
en misión, pues están sujetos a sus propias leyes 
nacionales y militares. No obstante, consideran que el 
establecimiento de una jurisdicción cuasi universal 
bajo la cual un Estado estaría obligado a investigar y, 
de ser procedente, a enjuiciar a los presuntos 
delincuentes caso de no extraditarles, es tal vez un 
enfoque más amplio del que se necesita para encarar el 
problema actual. En cualquier caso, el contenido de un 
nuevo tratado requerirá considerables negociaciones 
ulteriores. En el ínterin, el grupo CANZ apoya las 
medidas de corto plazo recomendadas por la Secretaría 
para salvar la laguna jurisdiccional, en particular la 
aprobación por la Asamblea General de una resolución 
sobre el tema. 
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10. El Sr. Madureira (Portugal), habla en nombre de 
la Unión Europea; el país candidato la ex República 
Yugoslava de Macedonia; Albania, Montenegro y 
Serbia, países del Proceso de Estabilización y de 
Asociación; así como Armenia, Georgia, Moldova y 
Noruega y dice que ninguna persona que participe en 
una operación de las Naciones Unidas que cometa un 
delito grave debería quedar impune o librarse de que se 
le exijan responsabilidades por su comportamiento. El 
reto consiste en hallar la mejor manera de superar los 
obstáculos a su responsabilidad, en consonancia con 
los principios del estado de derecho, las debidas 
garantías procesales y los derechos humanos y de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 

11. Los Estados Miembros deberían colaborar con la 
Organización para asegurar que el régimen jurídico 
especial de los funcionarios y expertos de las Naciones 
Unidas en misión no les exima de rendir cuentas por 
sus actos delictivos, particularmente en situaciones en 
que el Estado receptor sea incapaz de procesarles. La 
Organización debería dejar en claro que no tolerará 
actos delictivos y que hará todo lo posible por prevenir 
y enjuiciar cualquier acto de esa clase. 

12. La Unión Europea estima que una manera de 
salvar la laguna jurisdiccional mencionada sería alentar 
a los Estados a establecer, afirmar y ejercer 
jurisdicción penal sobre sus nacionales que participen 
en operaciones de las Naciones Unidas y cometan 
delitos graves en un Estado receptor. Apoya la 
elaboración de una resolución de la Asamblea General 
con esa finalidad, que debería proporcionar un marco 
para determinar las medidas que habrán de adoptarse. 
En esa resolución se debería alentar a los Estados 
Miembros y a la Organización a cooperar en el 
intercambio de información y la reunión de pruebas, 
así como en la tarea de velar por que se cuente con 
testigos. Dicha cooperación podría facilitar el ejercicio 
de la jurisdicción por el Estado de la nacionalidad.  

13. No obstante, la Unión Europea reconoce que es 
muy posible que las medidas de corto plazo no sean 
suficientes y está preparada para continuar los trabajos 
sobre la cuestión examinando más detalladamente los 
méritos y el contenido del proyecto de convención 
propuesto, incluida su interacción con otros 
instrumentos pertinentes. Apoya la convocación de un 
comité especial encargado de continuar examinando el 
asunto. Esa convención tendría la ventaja de 
determinar claramente las circunstancias en que los 
Estados Miembros podrían ejercer la jurisdicción, así 

como las categorías de personal y los tipos de delitos a 
los que se debería aplicar esa jurisdicción 
extraterritorial. También facilitaría la cooperación 
internacional y la cooperación entre los Estados Partes 
y la Organización. La Unión Europea considera que la 
Organización debería responder al problema en forma 
amplia y resuelta con el fin de fortalecer la credibilidad 
y la eficacia de las operaciones de las Naciones 
Unidas. 

14. La Sra. Vargas Walter (Cuba), habla en nombre 
del Movimiento de los Países No Alineados y dice que 
la responsabilidad penal de los funcionarios y expertos 
de las Naciones Unidas en misión es un tema de gran 
importancia. Pone de relieve los enormes sacrificios y 
contribuciones que están haciendo en todo el mundo 
los funcionarios de mantenimiento de la paz, el 80% de 
los cuales proceden de países no alineados. Dado que 
todo el personal de las Naciones Unidas debe 
desempeñar sus funciones de una manera que preserve 
la imagen, la credibilidad, la imparcialidad y la 
integridad de la Organización, es preciso aplicar una 
política de tolerancia cero en todos los casos de 
conducta irregular, incluidos los de explotación y 
abusos sexuales. En consecuencia, acoge con agrado 
los esfuerzos en curso del Comité Especial de 
Operaciones de Mantenimiento de la Paz para asegurar 
la adopción de un memorando de entendimiento entre 
las Naciones Unidas y los países que aportan 
contingentes. 

15. El orador expresa la esperanza de que la Sexta 
Comisión continúe su examen del informe del Grupo 
de Expertos Jurídicos sobre la necesidad de garantizar 
la rendición de cuentas por parte del personal y los 
expertos de las Naciones Unidas en misión por los 
actos delictivos cometidos en operaciones de 
mantenimiento de la paz (A/60/980), pero opina que 
sería prematuro hablar de la posibilidad de redactar una 
convención sobre el tema. En vez de ello, el Comité 
Especial sobre responsabilidad de los funcionarios y 
expertos de las Naciones Unidas en misión debería 
concentrarse en las cuestiones sustantivas y dejar para 
una etapa posterior las cuestiones de forma. Entre las 
cuestiones que requieren aclaración adicional se 
cuentan la definición del ámbito de aplicación y el 
significado de la expresión “funcionarios y expertos de 
las Naciones Unidas en misión”, la determinación de 
los tipos de actos delictivos por los que se podría exigir 
responsabilidad penal a esas personas y la jurisdicción. 
El Estado anfitrión no debe ser excluido del ejercicio 
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de la jurisdicción por el sólo hecho de que la operación 
de mantenimiento de la paz tenga lugar en una zona 
tras un conflicto. Por último, expresa la esperanza de 
que el Grupo de Trabajo especial de composición 
abierta sobre la asistencia y el apoyo a las víctimas de 
la explotación y los abusos sexuales consiga pronto 
resultados positivos. 

16. El Sr. Bichet (Suiza) dice que las distintas tareas 
acometidas por el personal de las Naciones Unidas en 
misión en todo el mundo revisten una importancia 
inapreciable para el establecimiento perdurable de la paz y 
la seguridad internacionales, pero que en los 10 últimos 
años esa trayectoria ejemplar ha sido empañada por un 
puñado de personas. Lamentablemente, ha resultado 
difícil exigirles responsabilidades por los delitos 
cometidos mientras se hallaban en misión. De ahí que 
sea esencial no sólo prevenir la comisión de tales 
delitos, sino también poner fin a la impunidad de los 
perpetradores. En realidad, su enjuiciamiento es un 
deber para con la población del Estado receptor y un 
medio de evitar un menoscabo permanente de la 
reputación de la Organización. 

17. La redacción de una nueva convención 
internacional para llenar las lagunas de la jurisdicción 
de los Estados y resolver algunas otras cuestiones 
conexas proporcionaría una base jurídica sólida que 
haría posible levantar la inmunidad de la que gozan 
actualmente las Naciones Unidas si fuera necesario, 
aunque dicha convención no pondría en peligro dicho 
régimen de inmunidad. Lo mejor sería adoptar un 
criterio práctico basado en la propuesta del Grupo de 
Expertos Jurídicos. 

18. En ausencia de un régimen especial, el Estado 
receptor es el principal responsable de iniciar acciones 
judiciales respecto de un delito cometido en su 
territorio, pero cuando no es capaz de hacerlo, esa 
responsabilidad recae en el Estado de envío, de 
conformidad con el principio de la responsabilidad 
activa consagrado ya en varios tratados, que debería 
aplicarse igualmente a la responsabilidad penal de los 
funcionarios y expertos de las Naciones Unidas en 
misión. Todos los Estados tienen la obligación moral 
para con las víctimas y los nacionales del Estado 
receptor de tomar las medidas necesarias para velar por 
que puedan enjuiciar a sus nacionales por cualquier 
delito que hayan cometido mientras se hallaban en 
misión, incluso si esto significa enmendar su 
legislación nacional. Deberían examinarse las 

dificultades enfrentadas por algunos Estados de envío a 
ese respecto. 

19. El mandato del Grupo de Expertos Jurídicos fue 
que estudiara la responsabilidad de los funcionarios y 
expertos de las Naciones Unidas en misión, por lo que 
resulta preocupante la tendencia a excluir por completo 
al personal militar de los contingentes nacionales del 
ámbito de aplicación de cualquier convención futura 
sobre el tema. Convendría que esa convención 
incluyera normas jurídicas aplicables a todas la 
personas que participen en operaciones de 
mantenimiento de la paz, sea cual fuere la naturaleza 
de sus actividades, aunque esas normas no deberían ser 
forzosamente idénticas para todas las categorías de 
personal. Si los contingentes militares se excluyeran 
del ámbito de aplicación de una convención, cualquier 
intento por proteger los derechos de las víctimas y los 
intereses de los Estados sería vano, pues la experiencia 
ha demostrado que cuando se han cometido delitos 
penales durante operaciones de mantenimiento de la 
paz lo más probable es que los culpables hayan sido 
militares. Por este motivo, se debería redactar una 
convención que estipule que los Estados tienen 
jurisdicción sobre los delitos cometidos por sus 
contingentes militares asignados a operaciones de 
mantenimiento de la paz. Esto constituiría una 
obligación complementaria, pero es necesaria para la 
aplicación efectiva de los acuerdos actuales y futuros 
sobre el estatuto de las misiones y las fuerzas. Está 
claro que una convención de esa clase no afectaría a 
dicho estatuto. 

20. Puesto que la colaboración estrecha y las 
comunicaciones fluidas entre los propios Estados y 
entre éstos y las Naciones Unidas son fundamentales, 
sería aconsejable proporcionar un fundamento jurídico 
que garantizara que los Estados informaran a las 
Naciones Unidas de todos los casos sujetos a su 
jurisdicción y a la competencia de sus tribunales. 
Como la redacción de una nueva convención llevará 
algún tiempo, la solución provisional más atinada sería 
aceptar la propuesta de la Secretaría contenida en su 
nota (A/62/329), esto es, que la Asamblea General 
apruebe una resolución en la que inste a los Estados 
Miembros a que hagan extensiva su jurisdicción a sus 
nacionales que cometan delitos graves tipificados en 
sus leyes penales nacionales en vigor. 

21. Por último, expresa su apoyo a la recomendación 
de que se establezca un grupo de trabajo con vistas a 
continuar examinando el informe del Grupo de 
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Expertos Jurídicos, con énfasis en sus aspectos 
jurídicos y teniendo en cuenta las opiniones 
manifestadas en el Comité Especial. 

22. La Sra. Negm (Egipto) dice que su país asigna 
gran importancia al tema de la responsabilidad penal; 
muchos de sus nacionales participan en actividades de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas y cree 
firmemente en el importante papel desempeñado por la 
Organización en el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales. Por consiguiente, apoya sus 
empeños por preservar su imagen pública y tiene fe en 
la política de tolerancia cero mantenida para encarar 
los actos de explotación y abuso sexuales cometidos 
por personal de mantenimiento de la paz. Para ello es 
esencial determinar cualesquiera lagunas existentes y 
estudiar medios más eficaces de encarar y evitar 
comportamientos irregulares. Ahora bien, las denuncias 
de tales casos se deberían investigar detenidamente, 
pues con frecuencia no están respaldadas por pruebas 
fehacientes, dando así pie para la formulación de 
acusaciones falsas o la reclamación ilícita de 
indemnizaciones. También es importante considerar la 
jurisdicción ejercida por los Estados que aportan 
expertos y oficiales a operaciones de mantenimiento de 
la paz, con el fin de establecer criterios para los 
procesos por delitos extraterritoriales, particularmente 
en las situaciones en que el Estado receptor no es capaz 
de ejercer jurisdicción sobre delitos cometidos en su 
territorio, en consonancia con el acuerdo sobre el 
estatuto de las fuerzas firmado con las Naciones 
Unidas. Si el criterio de la nacionalidad o residencia 
permanente se considera el factor determinante, la 
responsabilidad por el enjuiciamiento y proceso recae 
en el Estado de envío. También se deberían tomar en 
cuenta otros criterios, con inclusión de la jurisdicción 
territorial y la garantía de justicia. 

23. Todos los elementos relacionados con la 
responsabilidad de los expertos y funcionarios de las 
Naciones Unidas en misión, en particular la definición 
de lo que se entiende por tales expertos, las 
condiciones de inmunidad y el nivel de cooperación 
entre los Estados y las Naciones Unidas, deberían 
examinarse exhaustivamente antes de que se contemple 
un nuevo instrumento jurídico. En ese contexto, 
subraya que los expertos militares deberían recibir el 
mismo tratamiento que el personal militar de los 
contingentes nacionales asignados a operaciones de 
mantenimiento de la paz, toda vez que ambos están 
sujetos al derecho militar de su Estado o nacionalidad. 

Egipto ha ampliado sus leyes militares y penales para 
dar cabida al enjuiciamiento de los egipcios que 
cometan delitos en el extranjero, con el fin de eliminar 
todos los resquicios legales en lo concerniente a la 
participación de cualquiera de sus nacionales en 
calidad de expertos o funcionarios en misión. 

24. La cooperación estrecha con el Comité Especial 
de Operaciones de Mantenimiento de la Paz es esencial 
para evitar la duplicación de trabajos. Además de 
precisar todas las lagunas y obstáculos del sistema 
existente, es también importante determinar posibles 
medidas para fortalecer las normas de enjuiciamiento 
penal en los países que aportan contingentes a fin de 
asegurar el debido castigo de sus nacionales que 
cometan delitos en el extranjero. 

25. La Sra. Rodríguez-Pineda (Guatemala) dice que 
el alcance ratione personae de cualesquiera normas 
relativas a la responsabilidad penal de los funcionarios 
y expertos de las Naciones Unidas en misión debería 
abarcar a todas las personas asignadas a operaciones de 
mantenimiento de la paz, cualquiera que sea el 
departamento, órgano o programa que las asigne, con 
la posibilidad, más adelante, de ampliar ese estadio al 
resto del personal de las Naciones Unidas en la Sede y 
sobre el terreno. 

26. La delegación de Guatemala ha expresado ya su 
preocupación sobre cómo manejar los casos que 
involucren a los expertos asignados a misiones 
militares. Una opción podría ser la de enmendar las 
directrices sobre las medidas disciplinarias aplicables a 
dichos funcionarios de manera que pudiesen aplicarse 
al personal de esa categoría, a la luz de las recientes 
enmiendas aprobadas por el Comité Especial de 
Operaciones de Mantenimiento de la Paz al 
memorando de entendimiento entre las Naciones 
Unidas y los países que aportan contingentes. 

27. En cuanto a la jurisdicción ratione materiae, los 
delitos objeto de análisis están tipificados como tales 
por su naturaleza misma en el Código penal de cada 
Estado. De conformidad con el párrafo 6 del modelo de 
acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas para las 
operaciones de mantenimiento de la paz todos los 
miembros de esas operaciones deben respetar todas las 
leyes y reglamentos locales. Por tanto, todos los actos 
que habitualmente se consideran delitos según el 
derecho penal nacional se deberían considerar 
transgresiones de las normas de conducta aplicables al 
personal y a los funcionarios de las Naciones Unidas. 
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El efecto de la conducta delictiva debería ser otro 
factor determinante. Al respecto, se debería distinguir 
entre los delitos que tienen efectos fuera de la misión, 
sobre la población del país anfitrión y por ende 
también sobre la imagen de la Organización, por 
contraste con los cometidos contra la Organización o 
dentro de ella. Las deliberaciones de la Comisión no se 
deben circunscribir a los delitos relativos a la explotación 
y los abusos sexuales, sino que han de abarcar los 
delitos contra la persona, contra el patrimonio cultural, 
contra la administración pública, contra la seguridad 
del tránsito y la malversación de fondos. 

28. Los fundamentos de la jurisdicción plantean tanto 
un problema de inmunidad como de jurisdicción. El 
principio de la jurisdicción territorial irrenunciable 
significa que, incluso en el caso de que existan 
jurisdicciones concurrentes, el Estado receptor debe 
tener prioridad en virtud de su soberanía y el imperio 
de la ley. La jurisdicción basada en la nacionalidad 
tiene limitaciones derivadas del requisito de doble 
incriminación y del hecho de que el derecho penal 
nacional no se aplica extraterritorialmente. Tampoco 
parece posible que pueda invocarse la jurisdicción 
universal para los delitos ordinarios. Pese a que es 
sumamente complejo y técnico, el tema conexo de la 
inmunidad deberá abordarse, porque la Carta solo 
prevé la inmunidad funcional y ningún tipo de delito 
forma parte de las funciones de ningún funcionario o 
experto en misión. Hay pues falta de uniformidad tanto 
para el retiro de la inmunidad como para la 
determinación de su procedencia. En consonancia, 
Guatemala propone que la Sexta Comisión o la 
Comisión de Derecho Internacional estudie medios de 
armonizar la práctica respecto de la inmunidad para 
evitar la impunidad. 

29. Es posible que sea necesario revisar el modelo de 
acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas con vistas a 
facilitar la jurisdicción y fortalecer la cooperación 
adjuntándole anexos que contemplen la cooperación en 
materia judicial y policíaca con el Estado anfitrión. La 
eficacia práctica de las medidas que adopte la 
Comisión dependerá de la cooperación entre los 
Estados y las Naciones Unidas, entre los distintos 
departamentos de la Organización y, sobre todo, entre 
los Estados. La cooperación en materia de 
investigaciones es particularmente importante, pues 
muchos países, Guatemala entre ellos, regulan la 
extradición exclusivamente por tratados. Por este 
motivo, se debería pensar en el futuro en la elaboración 

de un instrumento modelo basado en el principio de aut 
dedere aut judicare que los Estados podrían adoptar de 
manera bilateral. 

30. Es aún prematuro para decidir sobre la forma del 
instrumento relativo a la responsabilidad penal de los 
funcionarios y expertos de las Naciones Unidas en 
misión; existen varias posibilidades además de una 
Convención, que vincularía únicamente a las partes. 

31. El Sr. Ma Xinmin (China) dice que desde 1948, 
cuando se estableció la primera misión de 
mantenimiento de la paz, las operaciones de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas han 
desempeñado una función central en el mantenimiento 
de la paz y la estabilidad internacionales, 
contribuyendo de esa manera a la rehabilitación y el 
desarrollo después de los conflictos. Decenas de miles 
de funcionarios de mantenimiento de la paz de más de 
100 países han desempeñado sus funciones en el 
extranjero bajo condiciones peligrosas y difíciles. Sin 
embargo, pese a que su dedicado servicio les ha 
granjeado amplio apoyo y hondo respeto de la 
comunidad internacional, los actos delictivos recientes 
de unos pocos funcionarios de las Naciones Unidas en 
misión están menoscabando la credibilidad de las 
operaciones de mantenimiento de la paz y socavando 
su eficacia. El enjuiciamiento y la condena de los 
perpetradores restablecería la credibilidad y la eficacia 
y contribuiría a conquistar los corazones de la 
población en las zonas de misión. 

32. Ahora bien, antes de continuar la labor sobre el 
tema, sería necesario determinar la prevalencia y la 
gravedad de los delitos cometidos por funcionarios de 
mantenimiento de la paz, los métodos empleados para 
encarar esos delitos en años anteriores, la eficacia de 
esas medidas y la proporción de casos considerados lo 
bastante graves como para redundar en inculpación y 
enjuiciamiento. 

33. Pasando a la cuestión más espinosa de la 
jurisdicción y las condiciones para ejercerla, dice que 
el castigo de las actividades delictivas no debe 
entorpecer el cumplimiento por los funcionarios y 
expertos de las Naciones Unidas de su mandato de 
mantenimiento de la paz. Es pues imperativo ceñirse al 
principio de la jurisdicción penal consagrado en la 
Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las 
Naciones Unidas. Los únicos actos que deberían 
castigarse son los que queden fuera del alcance de las 
inmunidades concedidas a los funcionarios y expertos 



A/C.6/62/SR.6  
 

07-53982 8 
 

de las Naciones Unidas para el desempeño de sus 
funciones oficiales. Es también importante tener en 
cuenta las leyes aplicables del Estado receptor y del 
Estado de la nacionalidad del funcionario o experto, así 
como las disposiciones pertinentes del derecho 
internacional humanitario. 

34. El objetivo primordial del establecimiento de la 
jurisdicción es velar por que se castiguen los delitos, se 
defienda la justicia y se indemnice a las víctimas. Se 
debería dar prioridad al Estado receptor en el ejercicio 
de la jurisdicción sobre los actos delictivos del 
personal de las Naciones Unidas, pero cuando no sea 
capaz de ejercerla o convenga más que lo haga el 
Estado de la nacionalidad, debería darse prioridad a 
este Estado. Con todo, el Estado de la nacionalidad 
debería mantener la jurisdicción exclusiva sobre los 
agentes de policía, los observadores militares, los 
oficiales de enlace y los asesores adscritos a misiones 
de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas. 

35. Es fundamental mejorar la cooperación 
internacional, fomentar la cooperación judicial entre 
los Estados receptores, los Estados de la nacionalidad y 
las Naciones Unidas, establecer los mecanismos de 
asistencia judicial necesarios y trabajar de consuno 
para castigar los delitos cometidos por personal de las 
Naciones Unidas. Debería dejarse en claro que el 
personal militar de los contingentes nacionales no 
quedará sujeto al tipo de castigo objeto de examen. 
Pese a que hay consenso sobre la necesidad de poner 
fin a la impunidad, no está claro si la redacción de una 
convención internacional, la aprobación de una 
resolución por la Asamblea General o la exhortación a 
los Estados para que refuercen su legislación sea el 
medio más idóneo de alcanzar el objetivo de asegurar 
la responsabilidad penal. Con todo, salta a la vista que 
para lograr una solución óptima las propias Naciones 
Unidas deberían mejorar sus mecanismos disciplinarios 
y de supervisión y prevención internos. 

36. El Sr. Maharia (India) dice que preocupa 
sobremanera que, a pesar de la existencia de códigos de 
conducta claros para los funcionarios de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas y una 
política de tolerancia cero, se sigan denunciando casos 
de abuso y explotación sexuales y otros actos 
delictivos. Éstos empañan no sólo la imagen de las 
Naciones Unidas, sino también la de los Estados de 
envío. Dado que a los funcionarios de mantenimiento 
de la paz de las Naciones Unidas se les envía en misión 
humanitaria a zonas desgarradas por el conflicto para 

que restablezcan el estado de derecho, pongan coto a la 
violencia y promuevan la buena gobernanza, es 
lamentable que ellos mismos no acaten la ley. Es 
preciso exigir responsabilidades al personal de las 
Naciones Unidas que viole los códigos de conducta de 
la Organización. Por esta razón, es esencial velar por 
que el personal de las Naciones Unidas no pueda 
sustraerse a las consecuencias de los delitos cometidos 
en su lugar de destino ni ser injustamente castigado.  

37. Para salvar las lagunas jurisdiccionales, el 
Gobierno de la India es partidario de una resolución de 
la Asamblea General del tenor propuesto en la nota de 
la Secretaría (A/62/329), que cumpliría el requisito de 
la doble incriminación. Está también dispuesto a 
examinar otras medidas de corto plazo, como estipular 
en las resoluciones del Consejo de Seguridad relativas 
a las misiones de mantenimiento de la paz y en el 
memorando de entendimiento con los países que 
aportan contingentes que los Estados Miembros deben 
garantizar la responsabilidad. Una convención no es el 
único medio de remediar las lagunas del sistema 
existente, que podrían llenarse adoptando las medidas 
de corto plazo recomendadas en la nota de la Secretaría 
o elaborando una ley modelo como preconiza el Grupo 
de Expertos Jurídicos. Muchos Estados, la India entre 
ellos, ejercen ya jurisdicción sobre sus nacionales por 
los delitos cometidos por ellos fuera de su territorio y 
por ende no necesitan una convención con ese fin. Si 
unos pocos Estados no afirman su jurisdicción 
extraterritorial sobre los delitos comunes, se deberían 
realizar esfuerzos más concretos dirigidos a esos 
países. 

38. En cuanto al ámbito de aplicación ratione 
personae, es posible que resulte difícil tratar a los 
observadores militares de forma distinta a los 
miembros de los contingentes nacionales con arreglo a 
las leyes nacionales. Otra dificultad inherente a la 
propuesta del Grupo de Expertos Jurídicos dimana del 
hecho de que sugiera que el propio Estado receptor 
establezca la jurisdicción penal. Aunque esa sugerencia 
se ajusta al principio de la territorialidad, es posible 
que en algunas situaciones los mecanismos jurídicos y 
de aplicación de la ley sean débiles o no existan y que 
los medios de subsanar esas insuficiencias propuestos 
por la Secretaría no redunden en la obtención de 
pruebas fiables, fehacientes o jurídicamente 
admisibles.  

39. Dado que el proceso de adopción de un tratado o 
convenio internacional vinculante bien podría llevar 
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mucho tiempo, convendría en la coyuntura actual 
adoptar primero medidas de corto plazo y evaluar su 
eficacia y recién entonces decidir si se necesitan 
medidas de largo plazo. 

40. El Sr. Tugio (Indonesia) dice que los valerosos 
hombres y mujeres asignados a las operaciones de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas 
prestan servicios en lugares peligrosos y representan 
las tradiciones de mayor excelencia de las Naciones 
Unidas. Ahora bien, aunque la mayor parte de los 
funcionarios y expertos de las Naciones Unidas, 
incluido el personal de mantenimiento de la paz, se 
comportan de manera ejemplar, los delitos perpetrados 
por unos pocos de ellos mientras se hallaban en misión 
ponen en peligro no sólo la imagen y la reputación de 
la Organización, sino también la confianza de las 
comunidades locales en ella. Por esta razón, el 
comportamiento delictivo del personal de las Naciones 
Unidas no se puede tolerar, sino que se ha de hacer 
frente a él mediante actuaciones judiciales que 
garanticen el debido proceso, un juicio imparcial y el 
estado de derecho. Uno de los medios más seguros de 
consolidar la política de tolerancia cero frente a la 
explotación y los abusos sexuales y otros delitos graves 
es la debida capacitación y concienciación en la etapa 
previa al despliegue y a intervalos frecuentes durante 
las operaciones. 

41. Se necesitan mayores aclaraciones sobre el 
ámbito de aplicación ratione personae y ratione 
materiae de las medidas propuestas. En lo que respecta 
al ejercicio de la jurisdicción, es necesario evitar la 
duplicación entre los mecanismos existentes regidos 
por los convenios pertinentes sobre prerrogativas e 
inmunidades de los funcionarios y expertos de las 
Naciones Unidas y velar por evitar todo conflicto 
inadvertido con los acuerdos sobre el estatuto de las 
fuerzas para las operaciones de mantenimiento de la 
paz concluidos entre los países que aportan 
contingentes y las Naciones Unidas antes de la 
asignación o el despliegue. Los observadores militares, 
a quienes se considera expertos en misión, deberían 
quedar excluidos del ámbito de aplicación de las 
reglamentaciones propuestas y cualesquiera actos 
delictivos cometidos por ellos deberían abordarse con 
los correspondientes países que aportan contingentes. 
Es importante reforzar la cooperación entre los Estados 
receptores, los Estados de la nacionalidad y las 
Naciones Unidas para velar por que se haga justicia. 

42. El Sr. Mansour (Túnez) dice que si bien su país 
reconoce la contribución y los sacrificios hechos por el 
personal de mantenimiento de la paz de las Naciones 
Unidas, asigna gran importancia a la preservación de la 
imagen, la credibilidad y la integridad de la 
Organización y apoya plenamente la política de 
tolerancia cero frente a los actos de explotación y los 
abusos sexuales cometidos por dicho personal. No cabe 
duda de que los perpetradores de tales actos no deben 
quedar impunes, pero se necesitan mayores estudios 
para determinar el alcance del problema y decidir sobre 
la mejor manera de abordarlo. En particular, la idea de 
redactar una convención sobre el tema debería 
examinarse más a fondo a fin de determinar si es el 
medio más apropiado de llenar la laguna judicial 
existente. También se podrían contemplar otros 
enfoques, como la aprobación de una legislación 
modelo o la aprobación por la Asamblea General de 
una resolución en la que pida a los Estados que 
promulguen leyes de autorización del ejercicio de la 
jurisdicción extraterritorial. 

43. Cualquiera que sea el enfoque que se elija, la 
delegación de Túnez opina que los observadores 
militares y la policía civil deberían quedar excluidos 
del ámbito de aplicación de cualquier instrumento 
jurídico futuro; antes bien, al igual que los miembros 
de los contingentes militares nacionales, deberían 
quedar sujetos a la jurisdicción militar del Estado de 
envío. Al mismo tiempo, Túnez es partidaria de un 
ámbito de aplicación más amplio para el instrumento 
propuesto, que abarque al personal de los distintos 
programas y organismos especializados de las 
Naciones Unidas y otras actividades sobre el terreno. 
También apoya la ampliación del ámbito de aplicación 
ratione materiae a delitos distintos de los de 
explotación sexual, incluidos el hurto, el fraude, el 
blanqueo de dinero y la tortura. 

44. Sr. Mukongo Ngay (República Democrática del 
Congo) observa que la demanda de intervención de las 
Naciones Unidas en operaciones de establecimiento y 
mantenimiento de la paz ha aumentado de forma 
sostenida en los últimos años. Los efectivos de 
mantenimiento de la paz prestan con frecuencia 
servicios bajo condiciones peligrosas e inestables y su 
delegación expresa su agradecimiento a los Estados 
que han aportado tales efectivos a lo largo de los años. 
Lamentablemente, su labor ejemplar ha sido empañada 
por el comportamiento escandaloso de algunas 
personas. Las revelaciones de 2004 de abuso y 
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explotación sexuales por un número apreciable de 
funcionarios de mantenimiento de la paz en su país, 
por ejemplo, empañó sobremanera la imagen de las 
actividades de mantenimiento de la paz de las Naciones 
Unidas. Su delegación considera que nadie está por 
encima de la ley y que los funcionarios y expertos de 
las Naciones Unidas en misión que han cometido 
delitos mientras participaban en operaciones de 
mantenimiento de la paz deben rendir cuentas por su 
comportamiento. 

45. Sin embargo, la experiencia de su país ha 
demostrado que los tribunales nacionales tienen 
dificultades para ejercer la jurisdicción penal sobre el 
personal de las Naciones Unidas acusado de cometer 
actos de explotación y abuso sexuales y otros delitos, 
como el tráfico ilícito de materiales preciosos. Los 
problemas arrancan de las deficiencias del sistema de 
justicia, exacerbados por años de guerra, y de la 
concesión de inmunidades y prerrogativas especiales a 
los funcionarios y expertos de las Naciones Unidas en 
misión. Según parece, es con frecuencia difícil que el 
Secretario General levante la inmunidad de los 
funcionarios acusados de cometer delitos graves en los 
casos en que se considera que las instituciones 
judiciales del país receptor no cumplen las normas 
internacionales de derechos humanos mínimas. La 
rehabilitación del sistema de justicia en las sociedades 
que salen de conflictos debería ser pues una prioridad. 

46. Aunque su delegación afirma la primacía del 
derecho legítimo y soberano del país receptor de 
ejercer jurisdicción sobre los delitos cometidos en su 
territorio, está abierta a la idea del ejercicio de la 
jurisdicción por el Estado de envío para evitar la 
impunidad, en colaboración con el Estado receptor 
naturalmente, en particular respecto de las 
investigaciones y la extradición. Con todo, menester es 
reconocer que dicha colaboración será con frecuencia 
limitada debido a la renuencia de los Estados de envío 
a reconocer públicamente el comportamiento irregular 
de sus efectivos o a iniciar procedimientos de consejo 
de guerra en su contra. 

47. Las dificultades antes mencionadas confirman la 
existencia de una laguna jurisdiccional que no se puede 
salvar únicamente con acuerdos sobre el estatuto de las 
fuerzas. Por consiguiente, su delegación apoya la 
negociación de una convención internacional que 
permita que los Estados Miembros afirmen su 
jurisdicción sobre los delitos cometidos en un Estado 
receptor cuando dicho Estado sea incapaz de tomar las 

medidas necesarias. La Sexta Comisión debería 
colaborar con la Cuarta Comisión y el Comité Especial 
de Operaciones de Mantenimiento de la Paz en la labor 
que deberá acometerse en relación con esa convención. 

48. Las pruebas reunidas mediante las 
investigaciones administrativas realizadas por la 
Oficina de Servicios de Supervisión Interna podrían 
servir de información, pero no de base para la acción 
por el ministerio público. El ámbito de aplicación 
ratione materiae de una futura convención no debería 
circunscribirse a la explotación y los delitos conexos, 
sino hacerse extensiva a los delitos de carácter 
económico, como el tráfico ilícito de estupefacientes y 
materiales preciosos. Es necesario definir claramente el 
concepto “delitos graves”. Dadas las disparidades entre 
las leyes nacionales, su delegación considera que el 
grado de severidad de la pena no constituiría un 
criterio objetivo para determinar si un delito constituye 
o no un delito grave. 

49. En lo que respecta al ámbito de aplicación ratione 
personae, pide aclaraciones sobre el fundamento para 
distinguir entre el régimen jurídico aplicado al personal 
militar empleado por las Naciones Unidas en calidad 
de expertos en misión y el régimen aplicado a los 
funcionarios y expertos de las Naciones Unidas en 
misión, ya que esa distinción es fundamental para 
delimitar el ámbito de aplicación de la convención. Por 
último, su delegación hace suya la recomendación del 
Grupo de Expertos Jurídicos relativa a la 
concienciación antes del despliegue y la orientación 
inicial de los funcionarios de mantenimiento de la paz 
y alienta al Comité Especial de Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz a que continúe elaborando 
una política de asistencia a las víctimas. 

50. Sra. Chavanart (Tailandia) dice que Tailandia 
apoya sin reservas la política de tolerancia cero frente a 
todas las faltas de conducta del personal de las 
Naciones Unidas. El número cada vez más mayor de 
casos de impunidad se debe en parte a la falta de 
voluntad política suficiente para enjuiciar a los autores 
de los delitos cometidos en el curso de operaciones de 
mantenimiento de la paz. En vista del carácter 
complejo del tema y de la necesidad de aclarar varios 
asuntos, su delegación comparte la opinión de que la 
Comisión debería concentrarse en los asuntos de fondo 
en la etapa en curso en vez de en la forma del 
instrumento necesario para llevar las opiniones de los 
Estados Miembros a la práctica. 
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51. Su delegación está convencida de que un primer 
paso para hacer frente más eficazmente a la conducta 
irregular de funcionarios de mantenimiento de la paz 
de las Naciones Unidas es considerar de nuevo la 
cuestión de la inmunidad, utilizando como base el 
Artículo 105 de la Carta de las Naciones Unidas. La 
cuestión es determinar si esa inmunidad debería 
levantarse cuando se comete una infracción grave de la 
ley. Tal vez las Naciones Unidas deberían considerar en 
primer lugar la posibilidad de revisar la disposición 
relativa a la inmunidad de su acuerdo modelo sobre el 
estatuto de las fuerzas. La reducción de la inmunidad 
de los funcionarios de mantenimiento de la paz de las 
Naciones Unidas excluyendo los actos que violen 
gravemente los derechos humanos y el derecho penal, 
salvo en caso de legítima defensa, se cometan o no 
durante el desempeño de funciones oficiales, 
contribuiría no sólo a aumentar el nivel de 
responsabilidad del personal de las Naciones Unidas y 
sus expertos en misión, sino también a mantener el 
estado de derecho y a hacer respetar las disposiciones 
de los Convenios de Ginebra. 

52. Tailandia también considera necesario ahondar en 
el estudio de la responsabilidad penal de los 
funcionarios de las Naciones Unidas que cometen 
delitos no en el Estado en que prestan servicios como 
miembros de una misión del mantenimiento de la paz, 
sino en un lugar de esparcimiento o visita temporal. 
Por ejemplo, en 1992 un miembro de la Autoridad 
Provisional de las Naciones Unidas en Camboya entró 
temporalmente en Tailandia y causó la muerte de un 
nacional tailandés conduciendo imprudentemente. 

53. En lo que se refiere a la forma de un futuro 
instrumento jurídico, la propuesta del Grupo de 
Expertos Jurídicos de que se elabore una Convención 
para llenar la laguna jurisdiccional amerita un examen 
detenido. Si se decidiera proceder a la elaboración de 
una Convención, debería considerarse la posibilidad de 
incluir en ella una disposición por la que se considere 
conjuntamente responsables a los superiores por los 
delitos cometidos por sus subordinados caso de haber 
contado con información sobre tales delitos o de haber 
hecho caso omiso de ella conscientemente. 

54. En cuanto a la cuestión de la extradición, el 
Estado solicitante debería incorporar en su legislación 
nacional una disposición que suspenda el régimen de 
prescripción respecto del delito cometido o difiera su 
prescripción una vez iniciado el procedimiento de 
extradición. Además, los países deberían adoptar un 

enfoque más flexible respecto del requisito de doble 
incriminación aplicando criterios basados en el 
comportamiento en vez de en la correspondencia de los 
delitos como condición para determinar si un delito es 
o no extraditable. 

55. El Sr. Riofrío (Ecuador) reafirma el compromiso 
del Ecuador con la política de tolerancia cero y su 
convencimiento de que los perpetradores de actos 
criminales deben ser debidamente investigados, 
procesados y juzgados. Con todo, en la búsqueda de 
mecanismos para evitar la impunidad, es esencial 
garantizar los principios del debido proceso y el 
respeto de los derechos humanos. La propuesta de 
redactar una Convención sobre la responsabilidad 
penal de los funcionarios y expertos de las Naciones 
Unidas en misión de mantenimiento de la paz requiere 
de mayor análisis y debería ser vista como una entre 
varias acciones y medidas posibles, pues la variedad de 
circunstancias de las misiones de mantenimiento de la 
paz hacen imposible contar con una solución única. 
Antes de la decisión de iniciar la negociación de un 
tratado, es necesario considerar seriamente las 
categorías de personal que estarían sujetas a ese 
instrumento, pues no está claro que la fórmula 
“funcionarios y expertos de las Naciones Unidas en 
misión” propuesta por la Secretaría sea suficientemente 
amplia. 

56. El tratamiento de los observadores militares es un 
asunto que preocupa especialmente a la delegación del 
Ecuador. No se ha de olvidar que dichos funcionarios 
siguen siendo miembros en servicio activo de las fuerzas 
armadas nacionales y que están pues sujetos a la 
jurisdicción militar del Estado contribuyente, que 
permanece responsable de su conducta y disciplina. 
Aunque los observadores militares prestan servicios a las 
Naciones Unidas a título personal y no como miembros 
de un contingente, su participación se cuenta como parte 
de la contribución nacional, al igual que los oficiales de 
policía y los oficiales administrativos. Además, los 
observadores militares no gozan del mismo tratamiento 
que los civiles en materia de repatriación. En más de una 
ocasión se ha pedido al país contribuyente la repatriación 
de esos observadores, y ésta se ha verificado casi de 
inmediato, en tanto que el personal civil no puede ser 
despedido y está sujeto a períodos de aviso y a las 
instancias establecidas por las Naciones Unidas. 

57. Su delegación opina pues que a pesar de que los 
observadores militares y de policía han sido asimilados 
a la categoría de “expertos en misión” del modelo de 
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acuerdo sobre el estatuto de las fuerzas, se les debería 
conferir un estatuto independiente del personal civil en 
lo que al orden legal se refiere. Su delegación estima 
que se debería elaborar un modelo similar al modelo de 
memorando de entendimiento entre las Naciones 
Unidas y los Estados Miembros que contribuyen 
recursos a las operaciones de mantenimiento de la paz 
de las Naciones Unidas para los observadores militares 
y los oficiales de policía que especifique su relación 
con las Naciones Unidas y su condición jurídica con 
respecto a sus países contribuyentes y receptores. 

58. Los temas como la jurisdicción, la investigación y 
el compromiso de capacitación de ese personal antes 
del despliegue podrían ser incorporados en dicho 
modelo como medida de mediano plazo, sin perjuicio 
de que en el futuro se negocie un instrumento 
internacional para todas las categorías de personal. La 
elaboración de ese modelo debería ir de la mano con la 
reforma del modelo de acuerdo sobre el estatuto de las 
fuerzas, cuya actualización parece necesaria para 
adaptarse mejor al carácter multidimensional de las 
operaciones de mantenimiento de la paz actuales. 

59. Se debería asegurar la cooperación y la 
coordinación sobre el asunto entre el Comité Especial 
y el Comité Especial de Operaciones de Mantenimiento 
de la Paz, así como entre las Comisiones Cuarta y 
Sexta. 

60. El Sr. Álvarez (Uruguay) dice que el Uruguay 
tiene una amplia experiencia de despliegue de personal 
nacional en misiones de mantenimiento de la paz y que 
por ende se encuentra en posición de participar 
activamente en las sesiones del grupo de trabajo. El 
Uruguay reafirma su apoyo pleno a la política de 
tolerancia cero, no solamente para los casos de 
explotación y abuso sexuales, sino también los casos 
de delitos cometidos por funcionarios de las Naciones 
Unidas no afectados a operaciones de mantenimiento 
de la paz. 

61. En cuanto al ámbito de aplicación ratione 
personae del proyecto de convención propuesto, la 
delegación del Uruguay entiende que se debe 
considerar en especial la situación de los observadores 
militares y policiales, que siguen siendo oficiales en 
servicio activo del Estado de envío y por ende deberían 
considerarse sometidos a su jurisdicción. Deberían 
agregarse normas a los memorandos de entendimiento 
entre las Naciones Unidas y los países contribuyentes 
relacionadas con las políticas disciplinarias aplicables 

en los casos de explotación y abuso sexuales, que 
podrían ser incorporadas también en los contratos y las 
directrices que firman los observadores para cada 
misión en particular. Las medidas para la protección de 
las víctimas también deberían constituir parte 
integrante del contrato firmado por el observador y el 
Estado de envío. 

62. En lo que hace al ámbito de aplicación ratione 
materiae, el Uruguay se reserva la opinión hasta que se 
defina con mayor claridad la naturaleza del 
instrumento que se habrá de elaborar. Sin embargo, su 
delegación entiende que será difícil establecer un 
catálogo de delitos que pudiera ser aceptado por todos 
los Estados Partes. Con respecto a la jurisdicción, debe 
ser ejercida por el Estado de la nacionalidad del 
presunto delincuente. Esta solución aseguraría la 
aplicación de los procedimientos penales en la materia 
y las normas del debido proceso y, de instrumentarse 
un sistema de cooperación judicial efectivo, también 
aseguraría una estrecha colaboración en la etapa de 
instrucción entre los Estados interesados. No obstante, 
debe tenerse en cuenta que el instrumento propuesto se 
podría aplicar a funcionarios de las Naciones Unidas 
sin vínculos funcionales con el Estado de la 
nacionalidad y residentes en terceros Estados. Por 
tanto, sería necesario estudiar los regímenes de 
extradición que pudieran ser aplicables a esas personas. 

63. Se debe mejorar la cooperación entre las 
autoridades de la Secretaría sobre el terreno y las 
autoridades nacionales en la etapa de las investigaciones. 
El Uruguay ha propuesto en forma sistemática la 
designación de un asesor jurídico nacional desde el inicio 
de las investigaciones para los casos a nivel de los 
contingentes militares como forma de asegurar la 
correspondencia de los resultados obtenidos y las normas 
internas del Estado contribuyente en la instrucción de 
causas penales e investigaciones administrativas. 

64. El Sr. Valenzuela (El Salvador) dice que su 
Gobierno reconoce la importante contribución y los 
sacrificios hechos por el personal de las fuerzas de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, pero 
subraya que deben desempeñar su labor de manera 
compatible con la Carta de las Naciones Unidas. 
Cuando personas que participan en una operación de 
las Naciones Unidas cometen delitos, se quiebra la 
confianza que las Naciones Unidas desean obtener de 
la comunidad local, lo que socava la capacidad de la 
organización de cumplir su mandato. 
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65. El Salvador apoya la adopción de las medidas a 
corto plazo mencionadas en la nota de la Secretaría 
(A/62/329), las cuales reforzarían el papel que 
desempeñan los Estados Miembros en el ejercicio de la 
jurisdicción penal, mientras se estudian las medidas a 
largo plazo. El Salvador tiene algunas reservas 
respecto de una futura convención, en particular por lo 
que se refiere al alcance de la jurisdicción ratione 
personae y ratione materiae. 

66. La Sra. Naidu (Sudáfrica) dice que su 
delegación comparte la opinión de que los funcionarios 
o expertos de las Naciones Unidas que cometen delitos 
mientras se hallan en misión no deberían quedar 
impunes. De existir una laguna jurídica en ese sentido, 
debe llenarse. Sin embargo, es importante examinar 
primero los factores que dificultan la tarea de asegurar 
la responsabilidad a fin de evaluar mejor si una 
convención internacional sería el medio más apropiado 
de encarar el problema, sobre todo porque la propuesta 
supone un esfuerzo apreciable para abordar lo que 
podría llamarse una parte pequeña de la cuestión de 
mayor alcance de la explotación y el abuso sexual. Tal 
vez no merezca la pena gastar los recursos necesarios 
para elaborar una convención. También se podrían 
considerar alternativas, como una resolución de la 
Asamblea General en la que se pidiera a los Estados 
Miembros que tomaran medidas más enérgicas, una ley 
modelo, el incremento de los esfuerzos de la Secretaría 
para identificar a los Estados que no están tomando 
medidas apropiadas y la concienciación, por ejemplo, 
mediante capacitación previa al despliegue. Sólo se 
debería contemplar una convención si se determinara 
que la laguna jurisdiccional es realmente importante y 
que no hay ningún otro medio de llenarla. Un debate 
entre los países de envío y los países receptores, con 
aportaciones de la Secretaría, sería la mejor manera de 
determinar esto. 

67. El Sr. Alday González (México) dice que hay 
unanimidad en que es esencial asegurar que el personal 
de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas 
desempeñe su cometido de manera compatible con la 
Carta de las Naciones Unidas a fin de preservar su 
credibilidad e imparcialidad. Aunque se han expresado 
varios puntos de vista sobre la mejor manera de 
asegurar que las personas que cometen delitos no 
queden impunes, se ha logrado un consenso claro en 
apoyo de una política de tolerancia cero. Para asegurar 
la responsabilidad penal es necesario reestructurar las 
operaciones de mantenimiento de la paz y crear un 

marco normativo claro y estricto que controle las 
acciones de los agentes que participan en dichas 
operaciones. 

68. La gravedad del tema de la responsabilidad penal 
de los funcionarios y expertos de las Naciones Unidas 
en misión justifica la negociación de una convención 
internacional al respecto. El proyecto de convención 
elaborado por el Grupo de Expertos Jurídicos 
constituye una base sólida para las negociaciones. 

69. En lo que se refiere al alcance de la jurisdicción 
ratione personae, la delegación de México ve con 
interés la propuesta de la Secretaría de que una futura 
convención se aplique a los observadores militares 
como expertos en misión y a todas las personas que 
participen en operaciones de las Naciones Unidas, 
independientemente del departamento, oficina, 
programa o fondo al que pertenezcan. Además, para 
evitar la impunidad y mantener la confianza de las 
poblaciones locales en las Naciones Unidas, se debería 
considerar la propuesta de la Secretaría de incluir en el 
ámbito de aplicación una convención futura a las 
personas que participen en operaciones de 
consolidación de la paz y humanitarias, sin distinción 
entre las operaciones con arreglo al Capítulo VI de la 
Carta y las previstas en el Capítulo VII. 

70. Pasando al ámbito de la aplicación ratione 
materiae, dice que una convención futura debería 
establecer una cláusula referente a los delitos que den 
lugar a extradición, pero que no debería incluir una 
lista de delitos específicos a los que sea aplicable. 

71. Se necesitan acciones concertadas para cubrir las 
lagunas legales existentes. Mientras se elabora una 
convención internacional, que podría ser una empresa 
de largo plazo, deberían aplicarse las medidas de corto 
plazo mencionadas por la Secretaría en el documento 
A/62/329. 

72. La Sra. Mohd. Nurdin (Malasia) dice que a su 
delegación le preocupa la cuestión de asegurar que los 
actos de explotación de unas pocas personas no 
empañen el buen nombre y la imagen de las misiones 
de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas. 
Como país que aporta contingentes nacionales 
militares, de policía y personal civil desplegados 
actualmente en la Misión de las Naciones Unidas en 
Timor-Leste y la Fuerza Provisional de las Naciones 
Unidas en el Líbano, tiene un interés directo en 
cualesquiera medidas nuevas que las Naciones Unidas 
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adopten respecto de la responsabilidad penal de los 
funcionarios y expertos en misión. 

73. Malasia participó activamente en el primer 
período de sesiones del Comité Especial y tiene la 
intención de continuar contribuyendo constructivamente 
a los debates sobre el tema. Las cuestiones 
fundamentales dimanantes del informe del Grupo de 
Expertos Jurídicos (A/60/980) aún se están debatiendo, 
con énfasis en la dilucidación de las esferas críticas y 
el estudio de soluciones viables, mientras que la forma 
definitiva de cualquier instrumento futuro está siendo 
tratada como una consideración secundaria. Su 
delegación hace suyo ese enfoque. 

74. Las esferas examinadas por el Comité Especial 
inciden en los temas fundamentales relativos al 
proyecto de convención propuesto por el Grupo de 
Expertos Jurídicos, a saber, el ámbito de aplicación 
ratione personae y ratione materiae, el fundamento y 
la primacía jurisdiccional sobre los delitos definidos, y 
la investigación, custodia y enjuiciamiento de los 
presuntos delincuentes, teniendo debidamente en 
cuenta la necesidad de cooperación entre los Estados y 
entre éstos y las Naciones Unidas. En el caso de que 
una convención se considerara innecesaria, esas 
cuestiones se deberían abordar también en un contexto 
más amplio. 

75. La Ley de las Fuerzas Armadas de 1972 y la Ley 
de Policía de 1967 de Malasia se aplican al personal 
que presta servicios de expertos en misiones en el 
extranjero, dondequiera que esté desplegado. Por tanto, 
Malasia puede ejercer su jurisdicción sobre él. Es más, 
Malasia opina que esto se podría prever en el 
documento por el que se autoriza el despliegue, ya sea 
un acuerdo con las Naciones Unidas sobre el estatuto 
de las fuerzas u otro documento, con objeto de que se 
puedan exigir las debidas responsabilidades a dicho 
personal. 

76. Es necesario continuar el debate sobre el abanico 
de delitos por los que se podrán exigir 
responsabilidades a los funcionarios y expertos de las 
Naciones Unidas en misión. Además, los tipos de actos 
que se determinen, deberán estar debidamente 
tipificados como delitos tanto en el país receptor como 
el de envío a fin de asegurar la posibilidad de 
enjuiciamiento e imposición de penas comparables tras 
la condena. 

77. Las cuestiones de procedimiento y probatorias 
examinadas por el Comité Especial requerirán también 

nuevas deliberaciones, teniendo en cuenta las 
prescripciones jurídicas y procesales en vigor de los 
Estados Miembros. En consecuencia, las cuestiones de 
forma deberían abordarse en una etapa ulterior si fuera 
necesario. 

78. El Sr. Medrek (Marruecos) dice que su país ha 
ocupado una posición de vanguardia en la contribución 
a las iniciativas de la Organización para prevenir los 
conflictos y reestablecer la paz y la seguridad en todo 
el mundo. Asigna pues gran importancia a la cuestión 
de la responsabilidad de los funcionarios y expertos de 
las Naciones Unidas en misión. La legitimidad de las 
Naciones Unidas depende en gran medida de la 
confianza de que goza. Para preservar la credibilidad y 
la integridad de la Organización, los Estados Miembros 
deben aunar sus esfuerzos para hallar la manera más 
eficaz de asegurar la responsabilidad por los delitos 
cometidos por funcionarios de las Naciones Unidas 
respetando al mismo tiempo los principios de las 
garantías procesales, los derechos humanos y el estado 
de derecho. 

79. Su delegación apoya las medidas de corto plazo 
sugeridas por la Secretaría para llenar la actual laguna 
jurisdiccional, en particular la aprobación de una 
resolución por la Asamblea General en la que se inste a 
los Estados Miembros a establecer jurisdicción 
respecto de sus nacionales que hayan cometido delitos 
tipificados en sus leyes penales nacionales. En lo 
referente a la sugerencia de que se negocie una 
convención internacional sobre el tema, su delegación 
estima que si bien una convención sería útil, el debate 
es prematuro, en particular porque las negociaciones 
requerirían un importante compromiso en tiempo y 
recursos. 

80. Su delegación, como muchas otras, estima que 
varios puntos requieren aclaraciones, a saber, el ámbito 
de aplicación ratione materiae y ratione personae, las 
cuestiones jurisdiccionales, la terminología, las 
cuestiones relativas a la inmunidad y su levantamiento 
y el mecanismo para asegurar el enjuiciamiento de los 
presuntos delincuentes. 

81. Su delegación se pregunta si es apropiado limitar 
el ámbito de aplicación ratione personae al personal y 
expertos que participen en una operación de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas toda 
vez que el propio Grupo de Expertos Jurídicos ha 
señalado la posibilidad de un ámbito de aplicación más 
amplio que abarque a los funcionarios y expertos en 
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misión, cuando estén presentes en el ejercicio de 
funciones oficiales en la zona de una operación de 
mantenimiento de la paz. Al respecto, los oficiales 
militares, deberían permanecer, en principio, sujetos 
exclusivamente a la jurisdicción del Estado 
contribuyente, independientemente de si están siendo 
empleados por las Naciones Unidas como expertos en 
misión. 

82. En lo que respecta al ámbito de aplicación ratione 
materiae, su delegación es partidaria de que se 
incluyan no sólo los delitos que entrañan explotación 
sexual, sino también los de hurto, fraude, blanqueo de 
dinero y tortura. En cuanto a la jurisdicción, reitera su 
posición a favor de la primacía de la jurisdicción del 
Estado receptor. Por último, en lo que atañe al 
procedimiento, varios temas tratados en el informe del 
Grupo de Expertos Jurídicos inciden en la labor de 
otros órganos de las Naciones Unidas. Para evitar 
duplicaciones, tendría que haber una cooperación y 
coordinación estrechas entre las Comisiones Cuarta y 
Sexta y con el Comité Especial de Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz. 

83. Los delitos cometidos por personas que participan 
en operaciones de las Naciones Unidas perjudican no 
sólo a las víctimas y al país receptor, sino a toda la 
comunidad internacional. Cabe esperar que la labor 
futura del Comité Especial redunde en el 
establecimiento de un marco jurídico apropiado para el 
enjuiciamiento de esas personas. 

84. El Sr. Donovan (Estados Unidos de América) 
dice que los Estados Unidos consideran los abusos 
cometidos por personas que participan en misiones de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, cuya 
función es ayudar a quienes se hallan en apuros en 
zonas de conflicto, un abuso de confianza. Su 
delegación celebra pues los esfuerzos hechos en los 
últimos años para encarar el problema. 

85. Su delegación expresó ya opiniones preliminares 
sobre el informe del Grupo de Expertos Jurídicos 
(A/60/980) en el período de sesiones del Comité 
Especial de abril de 2007. Con todo, el informe deja 
varias preguntas importantes sin contestar, en 
particular respecto de su propuesta relativa a la posible 
negociación de una convención multilateral. 

86. El informe descansa en el supuesto de que hay 
lagunas teóricas en los mecanismos de responsabilidad 
que podrían impedir el rendimiento de cuentas por los 
delitos cometidos por funcionarios y expertos de las 

Naciones Unidas en misión en casos determinados. No 
obstante, se necesita más información sobre qué 
problemas prácticos, de haberlos, se están planteando 
realmente en los empeños por investigar delitos 
cometidos por esas categorías de personal e instruir las 
correspondientes causas, y sobre si una convención 
resolvería realmente esos problemas. Durante el 
período de sesiones del Comité Especial su delegación 
y varias otras delegaciones pidieron más información 
sobre esas cuestiones para ayudar a evaluar la utilidad 
de una convención. 

87. Se necesita esa información porque la 
negociación de una convención requeriría recursos, 
tiempo y capital político considerables. Los Estados 
Unidos no podrían apoyar la iniciación de semejante 
esfuerzo sin estar seguros de que esa convención 
constituiría probablemente una solución eficaz a 
cualesquiera problemas actualmente existentes. Una 
convención podría servir de algo si el problema por 
resolver fuera la falta de fundamento jurídico para la 
cooperación recíproca entre los Estados en la 
investigación de tales crímenes y la instrucción de las 
correspondientes causas o para el enjuiciamiento por 
los Estados de sus propios nacionales por delitos 
cometidos en el extranjero. Ahora bien, la convención 
propuesta no abordaría otros posibles obstáculos a la 
responsabilidad, incluida la tipificación de delitos 
como la violación, respecto de los cuales es difícil 
probar que ha habido dolo, o el enjuiciamiento del 
comportamiento sexual cuando hay adolescentes de por 
medio. Además, una convención sería vinculante 
únicamente para los Estados que se convirtieran en 
partes en ella y por ende sólo tendría utilidad práctica 
en la medida en que los Estados con posibilidades de 
acoger operaciones de mantenimiento de la paz y los 
Estados de la nacionalidad de los correspondientes 
funcionarios y expertos se convirtieran en partes. Su 
delegación preferiría que esas cuestiones se abordaran 
de manera práctica, determinando soluciones efectivas 
para problemas reales, más bien que abordando las 
lagunas teóricas como fin en sí mismo. 

88. Lamentablemente, la información complementaria 
recibida de la Secretaría después del período de sesiones 
del Comité Especial no ha resuelto la cuestión de saber 
qué dificultades prácticas, de haberlas, se están 
enfrentando realmente en los esfuerzos por asegurar la 
responsabilidad por los delitos cometidos por 
funcionarios y expertos de las Naciones Unidas en 
misión. En cambio, la nota de la Secretaría (A/62/329) 
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ha adoptado la forma inusual de un documento en el 
que se expresa “apoyo” a la Secretaría por 
determinadas propuestas que los miembros de la Sexta 
Comisión están debatiendo activamente. Sin la 
información necesaria, su delegación no anticipa 
hallarse en posición durante las deliberaciones en curso 
de apoyar la negociación de una convención. En vez de 
ello, los esfuerzos se deberían centrar en el examen de 
medidas prácticas para promover la responsabilidad 
por delitos cometidos por funcionarios y expertos de 
las Naciones Unidas en misión. Entre tales medidas se 
podrían contar trabajos sobre una declaración en la que 
se pidiera a los Estados Miembros adoptar medidas 
internas más enérgicas; trabajos sobre “leyes modelo” 
que los Estados podrían adoptar en el plano nacional 
para encarar esos casos; el aumento de los empeños de 
la Secretaría por dar seguimiento a los esfuerzos de los 
Estados para investigar casos y llevarlos a juicio; y la 
divulgación de los nombres de los Estados que no 
adopten medidas apropiadas y su puesta en evidencia. 

89. La Sra. Rodríguez de Ortiz (República 
Bolivariana de Venezuela) dice que su país, que respeta 
en alto grado los derechos humanos, otorga gran 
importancia a la cuestión de asegurar la responsabilidad 
penal de los funcionarios y expertos de las Naciones 
Unidas en misión. Celebra el apoyo unánime de las 
delegaciones a la política de tolerancia cero destinada a 
ofrecer la mayor protección posible a las personas 
bajo la protección directa de las Naciones Unidas y 
particularmente a las que son vulnerables a la 
explotación y los abusos sexuales. Además, apoya la 
primacía de la jurisdicción del Estado receptor en 
atención al principio de territorialidad.  

90. A corto plazo, es necesario fortalecer la 
capacidad de la Organización para que pueda acometer 
investigaciones tanto penales como administrativas. 
Así, las pruebas recabadas cumplirían con los 
requisitos de admisibilidad en un juicio penal con las 
garantías del debido proceso. 

91. A mediano y largo plazo, deben continuar las 
discusiones sobre la pertinencia de una convención. 
Independientemente de la decisión que en definitiva se 
tome al respecto, deberán continuar los trabajos sobre 
varios aspectos importantes, con inclusión de la 
jurisdicción aplicable y los posibles vacíos legales en 
los casos en que la persona sospechosa de la comisión 
de un delito haya salido de la zona de la Misión; los 
funcionarios y expertos que quedarían abarcados; y la 
especificación de los delitos que abarcaría, teniendo en 

cuenta que el ámbito de aplicación de una convención 
futura no debe limitarse únicamente a los delitos contra 
las personas, sino que se debería extender a todos los 
delitos de carácter grave. 

92. La lucha para evitar la impunidad redundará en el 
fortalecimiento de las labores de mantenimiento de la 
paz de la Organización, contribuyendo de esa manera a 
preservar su imagen, credibilidad e imparcialidad. 

93. El Sr. Lamine (Argelia) dice que las 
prerrogativas e inmunidades de que goza el personal de 
las Naciones Unidas con arreglo a la Convención de 
Prerrogativas e Inmunidades de 1946 se conceden 
exclusivamente en función de los intereses de la 
Organización y no para su beneficio personal. El 
Secretario General puede y de hecho debe levantar esa 
inmunidad si fuere a impedir que se haga justicia. Es 
pues importante que todo el personal preserve la 
imagen, la credibilidad, la imparcialidad y la integridad 
de la Organización en el desempeño de sus funciones. 

94. El objetivo de la labor de la Comisión al respecto 
es instituir un marco jurídico apropiado para enjuiciar a 
los pocos funcionarios y expertos de las Naciones 
Unidas que cometen delitos hallándose en misión. Su 
delegación está de acuerdo en principio con la 
propuesta del Grupo de Expertos Jurídicos de que se 
redacte una convención internacional con esa finalidad. 
Ahora bien, antes de que inicie dicha labor, deberían 
sostenerse nuevas conversaciones en profundidad sobre 
varios asuntos, como el ámbito de aplicación ratione 
personae y ratione materiae, la jurisdicción, la 
terminología, las inmunidades, el mecanismo para 
asegurar el enjuiciamiento de los presuntos 
delincuentes y la necesidad de garantizar la 
cooperación internacional, incluida la extradición. 

95. Los oficiales militares desplegados por las 
Naciones Unidas como expertos en misión deberían 
quedar excluidos del ámbito de aplicación de cualquier 
instrumento futuro. Todos los ordenamientos jurídicos 
nacionales ejercen jurisdicción basada en el principio 
de la personalidad activa sin reservas sobre esa 
categoría de personas. Las excepciones a esta norma 
traerían como resultado que las Naciones Unidas se 
vieran privadas de la valiosa experiencia de oficiales 
militares. 

96. El Sr. Arévalo (Chile) dice que es esencial 
confirmar consistentemente el principio de que nadie 
está por sobre la ley. Los delitos que puedan cometer 
los funcionarios y expertos de las Naciones Unidas en 
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misión son graves en sí mismos, pero su condición de 
perpetradores es una circunstancia agravante. Las 
personas que están llamadas a proteger a poblaciones 
en situaciones traumáticas deben honrar esa 
responsabilidad. 

97. Existen diversos vacíos jurisdiccionales que 
impiden ejercer efectiva jurisdicción penal en relación 
con los delitos cometidos por funcionarios de las 
Naciones Unidas en misión. La responsabilidad 
principal en la materia recae en el Estado receptor, pero 
cuando éste no está en condiciones de hacerlo, otro 
Estado u otros Estados deben actuar, especialmente el 
Estado de la nacionalidad del autor. Al mismo tiempo, 
en tales casos se han de respetar el debido proceso y 
los derechos fundamentales del acusado. 

98. Los delitos por los que los perpetradores podrían 
ser sancionados no se deberían limitar a los cometidos 
contra personas, sean de carácter sexual u otros. La 
responsabilidad debería extenderse a todos los delitos 
de cierto nivel de gravedad cometidos por funcionarios 
en misión. 

99. La finalidad de una convención futura sólo se 
alcanszaría si se estableciera una fórmula apropiada de 
levantamiento de la inmunidad de los funcionarios de 
las Naciones Unidas de comprobarse la comisión de un 
delito. Cualquier fórmula para ello debe equilibrar 
todos los intereses comprometidos. Se requerirá un 
trabajo previo para determinar con claridad los 
contenidos y objetivos de una futura convención. 
Mientras se adopta una convención, su delegación se 
asocia a las medidas de corto plazo enunciadas en el 
documento A/62/329. No se debe descartar ningún 
instrumento o medio dentro del marco de la Carta y del 
derecho internacional para hacer efectiva la 
responsabilidad de los funcionarios en misión. 

Se levanta la sesión a las 13.00 horas. 

 


